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Bogotá, D. C., 15 de mayo de 2010
Doctor
RODRIGO LARA
Presidente Comisión Séptima Constitucional
Senado de la República
Ciudad
Respetado doctor:
De conformidad con lo dispuesto en los artícu-

los 150, 153 y 156 de la Ley 5ª de 1992, procedo 
a rendir informe de ponencia para primer debate al 
Proyecto de ley número 58 de 2009 Senado, por la 
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Atentamente,
Honorable Senador �	�
� �����
� �����������

��������,
Senador Ponente.

PONENCIA PARA PRIMER DEBATE
AL PROYECTO DE LEY NÚMERO 58 DE 

2009 SENADO
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Objeto del proyecto
El objeto del proyecto de ley se centra en la 

promoción de “��������������
� ���	������
� 
�-
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� por parte de las empresas 
privadas, principalmente en aspectos relacionados 
con el trabajo infantil, la erradicación de la pobreza, 
el respecto de los Derechos Humanos y la protección 
del medio ambiente.

Contenido del proyecto
El proyecto consta de 10 artículos así:
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Artículo 2°. Establece el campo de aplicación 

de la ley, limitándolo a las empresas medianas y 
grandes en los términos del artículo 2° de la Ley 
590 de 2000. 

�������	
��

�����
�������	�
����
���
����	
�

pequeñas empresas que decidan acogerse a la ley 
de responsabilidad social, y además, dispone que 
las empresas objeto de la ley “podrán” desarrollar 
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de la población vulnerable.

Artículo 4°. Fija criterios de interpretación 
de la ley, donde privilegia posibles impactos 
sociales y ambientales y prohíbe interpretacio-
nes tendientes a gravar el “giro económico de 
las empresas”.

Artículo 5°. Dispone la obligación de presentar 
informes anuales en materia de Responsabilidad 
Social Empresarial, a las empresas que se acojan a 
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de vigencia de la misma, durante el cual el informe 
será provisional y voluntario.
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y dispone que en ella las empresas deberán realizar 
una valoración del impacto ambiental, social, eco-
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Artículo 7°. Establece la potestad del Gobierno 
Nacional para reglamentar la puesta en marcha de 
un Consejo de responsabilidad Social empresarial 
y determina su composición y funciones.

Artículo 8°. Dispone la promoción por parte del 
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Responsable” para las empresas que se acojan a la ley.

Artículo 9°. Promueve el desarrollo de un pro-
grama interinstitucional de Responsabilidad Social 
Empresarial sin explotación laboral infantil, para lo 
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que las empresas han elaborado sus productos sin 
la explotación de mano de obra infantil. 

�������	�*

!�
������
�
��
"�������
��
��
���


Origen del proyecto
El proyecto tiene su origen en el Senado de la 

República, presentado por la honorable Senadora 
Alexandra Moreno Piraquive y el honorable Se-
nador Manuel Virgüez, el día 4 de agosto del año 
en curso, radicado con el número 58 y repartido a 
la Comisión Séptima Constitucional permanente, 
donde se designaron como ponentes a los honorables 
Senadores Jorge Enrique Gómez, Dilian Francisca 
Toro y al suscrito, sin embargo, no fue posible llegar 
a un acuerdo satisfactorio acerca del contenido de 
la ponencia, razón por la cual radicó ponencia de 
manera individual. 

Análisis del proyecto
El diseño del concepto de Responsabilidad So-

cial Empresarial (RSE) o Responsabilidad Social 
Corporativa (RSC), obedece en alguna medida al 
reconocimiento de la existencia de externalidades 
negativas, ocasionadas en el proceso de producción, 
las cuales, en la etapa de la globalización han exten-
dido su impacto más allá de las fronteras nacionales, 
máxime con la deslocalización de la producción 
propia de dicho fenómeno.

Sin embargo, el desarrollo del concepto de RSE 
o RSC, ha estado limitado a la implementación de 
prácticas corporativas, códigos internos de conducta 
y sistemas privados de regulación, que en la prác-
tica no hacen vinculantes para las corporaciones 
la obligación de respetar los Derechos Humanos, 
económicos, sociales y culturales y la sostenibilidad 
del medio ambiente, sino que se limita a la “buena 
voluntad” corporativa en el marco del difuso con-
cepto de “ética empresarial”. De esta manera, en 
oposición al alto grado de desarrollo que ha alcanzado 
el Derecho Comercial Global, diseñado para prote-
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bajo la óptica de la RSE, derechos sociales como 
el derecho a un ingreso digno, el derecho a tener 
condiciones dignas de trabajo, el derecho a gozar de 
un medio ambiente sano y sostenible, entre otros, 
transitan al vaivén de la lógica de la rentabilidad 

empresarial, puesto que, como lo plantean juristas 
expertos en el tema: “����������	� ��������� �������
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En este orden de ideas la RSE se presenta más 
como una herramienta publicitaria, una estrategia de 
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y/o de mejoramiento de la imagen corporativa, toda 
vez que la “voluntariedad” y discrecionalidad con 
la que cuentan las corporaciones en esta materia, 
les permite dirigir la atención hacia aquellas áreas 
en las cuales presentan debilidades, bien sea por los 
impactos negativos que generan hacia la comunidad 
o por sus prácticas de competencia. Así, por ejem-
plo los informes periódicos en materia de RSE y 
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añaden un “plus” a la necesaria diferenciación de 
los productos, en el marco de un sistema mercantil 
de competencia monopolista.

De esta manera, en esta etapa de la discusión 
debería ser claro que la RSE más allá de ser un 
mecanismo de mitigación del impacto negativo que 
pueden ocasionar los procesos de producción en 
las comunidades, se erige como una estrategia de 
mercado, así, bajo esta lógica, debería ser el propio 
mercado quien premie o castigue el comportamiento 
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a las empresas “socialmente responsables”.
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El proyecto de ley que se presenta a conside-

ración del honorable Congreso de la República se 
inscribe bajo la lógica descrita anteriormente, a 
saber: la promoción de comportamientos volun-
tarios socialmente responsables, en materia de la 
protección de la niñez, la erradicación del trabajo 
infantil, la erradicación de la pobreza, el respeto 
de los Derechos Humanos y los comportamientos 
responsables ambientales basados en la prevención 
y la reparación de daños ambientales, todo ello bajo 
la premisa de no “"���������"�������������������
�
�����
�
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�����������
”.

Para lo anterior el proyecto contempla la po-
sibilidad de poner en marcha un Consejo de Res-
ponsabilidad Social Empresarial, cuya creación 
y reglamentación queda sujeta a la discrecional 

1  Hernández Zubizarreta, Juan y Ramiro Pedro. “La Res-
ponsabilidad Social Corporativa: de la Ética a la Renta-
bilidad”.
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potestad del Gobierno; dispone la obligación de 
las empresas que se acojan a la ley de presentar 
informes anuales sobre sus prácticas en materia 
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pequeñas empresas que decidan acogerse a la ley 
y dispone el reconocimiento a las empresas que no 
utilicen mano de obra infantil en la elaboración de 
sus bienes y servicios.
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exposición de motivos si bien, plantea la posibilidad 
de establecer sanciones a las empresas y de habi-
litar la acción de cumplimiento para RSE, ello no 
encuentra desarrollo en el articulado propuesto, por 
demás, se resalta la pertinencia de adoptar practicas 
corporativas “socialmente responsables” en materia 
de Derechos Humanos, medio ambiente, relaciones 
con la comunidad, etc., y sus efectos en materia de 
reducción de costos, mejoras de productividad y 
���������


Concepto
De acuerdo a lo expuesto anteriormente, me 

permito presentar mi concepto sobre el presente 
proyecto de ley en los siguientes términos:

��El proyecto de ley se construye con el objeto 
de disminuir el impacto de las externalidades ne-
gativas que generan las empresas en el desarrollo 
del proceso de producción. Sin embargo, estando 
inscrito bajo la lógica de la RSE, no puede avanzar 
más allá de la voluntariedad y por lo tanto, dicha 
mitigación del impacto negativo depende de la ética 
empresarial, sin que existan mecanismos adicionales 
de control efectivo en materia de cumplimiento de 
la ley laboral, ambiental y demás.

�� Si bien es deseable para lo sociedad la im-
plementación de buenas prácticas empresariales 
que contribuyan a mejorar la calidad de vida de la 
población, enmarcadas en la protección de la niñez, 
la erradicación de la pobreza, el respeto por los 
Derechos Humanos y la protección del medio am-
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vinculante y con las herramientas adecuadas para 
garantizar su cumplimiento, cosa que a nuestro juicio 
se encuentra ausente en el articulado propuesto. 

��En gracia de discusión, aun aceptando posibles 
efectos positivos a partir de la creación del Consejo 
de Responsabilidad Social Empresarial y el reco-
nocimiento a las empresas “Socialmente Respon-
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potestativo del Ejecutivo y lo segundo, reviste más 
un carácter publicitario dirigido al mercado, con lo 
cual no se encuentra la necesidad de desarrollo por 
la vía legislativa, es decir, a mi juicio el proyecto 
de ley no cumple claramente con el principio de 
utilidad normativa, toda vez que el cumplimiento 
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Gobierno y de las empresas a las que va dirigido, y 

bien pueden hacerlo sin que medie norma ad hoc. A 
contrario sensu la adopción de esquemas voluntarios 
y unilaterales de responsabilidad social, pueden 
convertirse en obstáculos para la implementación de 
normas verdaderamente vinculantes y obligatorias 
de protección social en sentido amplio.

��Por último, en materia de protección al trabajo 
infantil, considero que este es más un problema de 
oferta que de demanda, es decir, que una política 
pública de protección al trabajo infantil debe estar 
dirigida a mantener los niños en las escuelas me-
diante la gratuidad de la educación; a eliminar la 
necesidad de los hogares de generar ingresos adi-
cionales a los del jefe de hogar, a través de políticas 
de salarios dignos y protección familiar, entre otras, 
que eliminen la necesidad a los niños de emplearse 
(oferta) más que políticas dirigidas a desestimular la 
demanda de mano de obra infantil como es el caso 
del proyecto bajo estudio. 

Consideración especial sobre el Trabajo In-
fantil

Sin embargo, dada la prevalencia y el carácter 
fundamental que a la luz de nuestra Constitución2 
poseen los derechos de los niños, las niñas y las y 
los adolescentes, considero necesario exponer con 
mayor detalle lo referente a la eliminación del Tra-
bajo Infantil y su relación con el presente proyecto 
de ley.

En este sentido, si realizamos una revisión de 
nuestro ordenamiento jurídico en este tema en 
particular encontramos que la Ley 1098 de 2006, 
“Código de la Infancia y la Adolescencia”, posee 
varias regulaciones sobre el trabajo de los Niños 
las Niñas y las y los Adolescentes, de las cuales 
destacamos:

@
�������	
K*
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��������������. Los niños, 
las niñas y los adolescentes serán protegidos contra:

2. La explotación económica por parte de sus 
padres, representantes legales, quienes vivan con 
ellos, o cualquier otra persona. Serán especialmente 
protegidos contra su utilización en la mendicidad.

12. El trabajo que por su naturaleza o por las 
condiciones en que se lleva a cabo es probable que 
pueda afectar la salud, la integridad y la seguridad 
o impedir el derecho a la educación.

13. Las peores formas de trabajo infantil, con-
forme al Convenio 182 de la OIT.
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��������������. La edad mínima de 
admisión al trabajo es los quince (15) años. Para 
trabajar, los adolescentes entre los 15 y 17 años 
requieren la respectiva autorización expedida 
por el Inspector de Trabajo o, en su defecto, por 

2  Constitución Política de Colombia, artículo 44. 
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el Ente Territorial Local y gozarán de las protec-
ciones laborales consagrados en el régimen laboral 
colombiano, las normas que lo complementan, los 
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Colombia, la Constitución Política y los derechos y 
garantías consagrados en este código.

De lo anterior podemos extractar varias cuestiones 
fundamentales. En primer lugar, que en Colombia 
está absolutamente prohibido el trabajo para los 
niños menores de 15 años; segundo, que aunque se 
permite el trabajo para los adolescentes entre 15 y 
17 años, este debe realizarse con la autorización y 
bajo la supervisión y regulación del Estado, y en 
ningún caso en condiciones que pueda afectar la 
salud, la integridad o la seguridad, o bajo las consi-
deradas Peores Formas de Trabajo Infantil, a la luz 
del Convenio 182 de la OIT3; y tercero, lo que a 
nuestro juicio reviste carácter fundamental, que de 
cualquier manera, el ejercicio del derecho al trabajo 
por parte de los adolescentes no puede impedir el 
ejercicio del derecho a la educación.

De esta manera, el mismo Código de la Infancia, 
en sus artículos 113 a 117, determina las condiciones 
bajo las cuales se acepta el trabajo de los adolescentes 
entre los 15 y 17 años, así:

��Artículo 113, regula las Autorizaciones de Tra-
bajo para los Adolescentes, de lo que destacamos 
los numerales 1 y 4:
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donde los menores de 17 años no pueden trabajar 
más de seis horas diarias, treinta horas semanales y 
máximo hasta las seis de la tarde, mientras que los 
3 OIT, Convenio 182, artículo 3°: A los efectos del presen-

te Convenio, la expresión las peores formas de trabajo 
infantil abarca:

 a) Todas las formas de esclavitud o las prácticas análogas 
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servidumbre por deudas y la condición de siervo, y el 
trabajo forzoso u obligatorio, incluido el reclutamiento 
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tos armados;

 b) La utilización, el reclutamiento o la oferta de niños 
para la prostitución, la producción de pornografía o ac-
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 c) La utilización, el reclutamiento o la oferta de niños 
para la realización de actividades ilícitas, en particular 
��
��	�����#�
�
��
��[��	
��
������\��������+
���
�	�	
��

������
��
�	�
������	�
���������	�����
�����������+
�

 d) El trabajo que, por su naturaleza o por las condiciones 
en que se lleva a cabo, es probable que dañe la salud, la 
seguridad o la moralidad de los niños. 

adolescentes de 17 años, no podrán trabajar más de 
ocho horas diarias, 40 semanales y máximo hasta 
las ocho de la noche.
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proporcional al tiempo de trabajo, y en ningún caso, 
inferior al mínimo legal.
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lescente materna, la cual no puede ser superior a 
cuatro horas, a partir del séptimo mes de embarazo 
y durante la lactancia, sin disminución de su salario 
y prestaciones.

@
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plantea la prohibición de los 
trabajos peligrosos y nocivos, lo cual está exhaus-
tivamente regulado en la Resolución 1677 de 2008 
del Ministerio de la Protección Social, que además 
se actualiza cada dos años con la participación del 
ICBF.

Finalmente, para determinar el papel que debe 
cumplir el Estado colombiano frente a la protección 
de la Niñez, además de lo contenido en nuestra 
Constitución Política, el Código de la Infancia, de 
manera explícita y taxativa, enumera en su artículo 
41 las obligaciones que este debe cumplir en todos 
sus niveles, de las cuales para el caso que nos ocupa 
destacamos:

@
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Asegurar los medios y condiciones que 
les garanticen la permanencia en el sistema edu-
cativo y el cumplimiento de su ciclo completo de 
formación”.

@
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 Asegurar que no sean expuestos a 
ninguna forma de explotación económica o a la 
mendicidad y abstenerse de utilizarlos en activida-
des militares, operaciones psicológicas, campañas 
cívico-militares y similares”.

@
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Erradicar las peores formas de trabajo in-
fantil, el trabajo de los niños y las niñas menores 
de 15 años, proteger a los adolescentes autorizados 
para trabajar, y garantizar su acceso y la perma-
nencia en el sistema educativo”.

Considerando lo expuesto, es claro que existen en 
nuestro ordenamiento jurídico normas vinculantes y 
obligaciones que permiten avanzar en la erradicación 
del trabajo infantil y en la protección de la niñez, 
las cuales, si bien son susceptibles de mejorarse 
constituyen elementos superiores a la voluntariedad 
empresarial planteada en el proyecto de ley que se 
encuentra bajo nuestra revisión.

Obviamente es un imperativo democrático y 
humanista la erradicación del trabajo infantil y la 
dedicación exclusiva de los Niños, las Niñas y las 
y los Adolescentes, a las actividades de formación 
personal humana e intelectual, sin embargo, como ya 
se planteó, la vía para avanzar hacia allí, es a través 
de la elevación de las condiciones materiales y de 
igualdad de la sociedad en general, y no ofreciendo 
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“estímulos” a las empresas para que no utilicen 
mano de obra infantil. Aun así, como se demostró, 
el Estado colombiano está obligado y cuenta con 
herramientas jurídicas vinculantes para impedir la 
utilización de mano de obra infantil en el proceso 
de producción, salvo en casos donde esté garanti-
zada la protección de los derechos fundamentales y 
superiores de los adolescentes mayores de 15 años.

Podríamos entonces, proponer la extensión de la 
prohibición a los menores de 18 años, sin embargo, 
considero que no es dable desconocer, que aunque 
fuere de manera complementaria a procesos de for-
mación media vocacional o superior, existen menores 
de edad con la necesidad de trabajar a quienes no 
puede impedírsele el derecho a hacerlo. 

Así entonces, siendo necesario avanzar en la pro-
tección de la Niñez y en la erradicación del Trabajo 
Infantil, a nuestro juicio, el camino no es a través 
de la RSE o la RSC. 

En conclusión, atendiendo las consideraciones 
expuestas me permitiré proponer a la honorable Co-
misión Séptima del Senado de la República, ordenar 
el archivo del proyecto de ley que se encuentra bajo 
nuestra consideración. 

Proposición:
Por las consideraciones anteriormente expuestas, 

propongo a los honorables Senadores de la Comi-
sión Séptima Constitucional Permanente, ordenar 
el archivo del Proyecto de ley número 58 de 2009 
Senado, ��
� ��� ����� ���	�
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���� ���
�� ���
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Cordialmente;
Honorable Senador  

�	�
������
�������������������,
Senador Ponente.

COMISIÓN SÉPTIMA CONSTITUCIONAL 
PERMANENTE DEL HONORABLE SENADO 

DE LA REPÚBLICA

Bogotá D. C., a los ocho (8) días del mes de junio 
año dos mil diez (2010)

En la presente fecha se autoriza la publicación en 
la �������	�������
���, de la República, el informe 
de ponencia para primer debate, en diez (10) folios, 
al Proyecto de ley número 58 de 2009 Senado, 
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. Autoría del proyecto de ley 
de los honorables Congresistas: ���%������3������
2���!	�����3��	���4��"5����(������6�����
��������
�����
���)������'������( ���7������

El Secretario,
8�
9
�3�� ��+
��:��4��"����

NOTA SECRETARIAL
El presente informe de ponencia para primer 

debate, que se ordena publicar, con proposición de 
archivo, está refrendado por el honorable Senador 
�	�
������
��������������������, en su calidad de 
ponente. Los honorables Senadores, (������6�����
-
�������������
���8��"��+���!	��)�����3�������"��, 
no refrendaron el presente informe de ponencia. 

El Secretario,
8�
9
�3�� ��+
��:��4��"����

INFORME DE PONENCIA PARA PRIMER 
DEBATE AL PROYECTO DE LEY 

NÚMERO 172 DE 2008 CÁMARA, 334 DE 
2009 SENADO
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Bogotá D. C., junio 10 de 2010
Doctor
JUAN CARLOS RESTREPO ESCOBAR
Presidente
Comisión Cuarta Constitucional Permanente
Senado de la República
Cordial saludo:
En cumplimiento de lo establecido en los artículos 

150, 153 y 156 de la Ley 5ª de 1992, y lo designado 
por la Mesa Directiva de la Comisión Cuarta del 
Senado de la República, presento adjunto informe 
de ponencia para primer debate al Proyecto de ley 
número 172 de 2008 Cámara, 334 de 2009 Senado, 
��
���	���	�������������!�������������������������-
�
������	�����������������������"���	�����#�����������
�	��������$�����%�
&����
�����	��%������'���-
�������������
�(�����
������������
�������������
�����	��������
���	�������������

Atentamente, 
�����
�+���!	�����������
Senador de la República.

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS
I. Antecedentes
La iniciativa propuesta por el honorable Senador 

Jorge Eliécer Guevara, pretende que la Institución 
Educativa Santa María Goretti, siendo una de las 
principales instituciones educativas en el departa-
mento del Putumayo, y que le brinda a sus estu-
diantes, una educación integra con los más altos 
estándares de calidad tanto en contenido programá-
tico, como en formación ética para el buen servicio 
a la familia y la sociedad, busca que el Gobierno 
Nacional le autorice dentro del Presupuesto General 
��
��
%���#�+
�	�
������	�
��������	�
����
��������

los proyectos de inversión de la construcción de la 
sede central de la institución, dotación del taller de 
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matemáticas, dotación del aula de humanidades, 
dotación de instrumentos musicales y los necesa-
rios para la banda marcial, dotación de equipos y 
mobiliario para la sala de profesores y la dotación 
de tres salas de informática con 35 equipos cada 
una y su respectivo montaje de redes. 

II.������	
�
��

El 15 de octubre del año de 1933 fue inaugurada la 

Institución Educativa “Santa María Goretti”, centro 
educativo fundado por la madre superiora, Mónica 
Wirth, junto con las también religiosas, Sor María 
Pilar Revelo, Sor María Cornelia Greissing, Sor 
María Luciana Báchtiger y Sor Lina Erazo. 

Las hermanas fueron varias veces visitadas por 
los inspectores locales de Educación, los Padres 
Capuchinos y también por funcionarios del Gobierno 
Nacional, quienes quedaron admirados del trabajo 
que se estaba realizando en esa zona tan apartada 
del centro del país, consiguiendo de esta forma 
importantes apoyos en pro del crecimiento de la 
institución educativa. 

Ante la necesidad de un colegio en la ciudad de 
Mocoa, el Vicario Apostólico de Sibundoy Fray Pla-
cido Camilo Crous, haciendo uso del artículo 9º de 
la convención de misiones en carácter de inspector 
y director general de la Educación Pública mediante 
Resolución número 21 del 30 de septiembre de 1967, 
resuelve crear el Colegio Femenino de Bachillerato 
Santa María Goretti.

En comparación con las cincuenta alumnas con 
que contó inicialmente la institución, hoy en día 
el plantel tiene 1.590 estudiantes y 60 profesores, 
motivo por el cual aunque en el transcurso de los 
años sus instalaciones han ido creciendo, se hace 
necesario una nueva sede, lo cual permitirá seguir 
con su continuo crecimiento. 

La Institución Educativa “Santa María Goretti” 
será competitiva en formación de líderes idóneos 
en desarrollo empresarial con sentido ciudadano en 
ejercicio de sus valores para su realización personal 
y transformación para bien de su entorno.

A pesar de tantos años de desconocimiento y 
abandono de la Educación Técnica Secundaria por 
parte del Estado, este tipo de educación continúa 
teniendo un gran valor económico y social para 
la juventud y la sociedad colombiana. En efecto, 
el sustento esencial para la industrialización y la 
modernización tecnológica de la producción es la 
���������#�
�{�����
��
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����������"	
�	��������

de la fuerza laboral. La división y especialización 
del trabajo en las sociedades modernas requiere 
una estructura ocupacional altamente diferenciada 
en un creciente número de profesiones técnicas, 
las que hacen posible una amplia redistribución del 
ingreso, lo que es a su vez condición del ingreso, 
y condición de una mayor democracia social. Por 

otra parte, la educación técnica de alta calidad le 
�	�����
 �
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 ���������
 ��"������+
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 �������
 ����
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educativos u ocupacionales. 

Es de importancia resaltar que para una región tan 
apartada del centro del país como lo es el departa-
mento del Putumayo, la cual ha sido víctima de las 
diferentes formas de violencia que han existido en 
Colombia, es necesario que sus nuevas generacio-
nes tengan un mayor acceso a educación de buena 
calidad, por tanto aconsejo aprobar el presente 
proyecto de ley. 

El pasado tres de diciembre de 2008 se aprobó 
en primer debate el Proyecto número 172 de 2008 
Cámara, “por medio de la cual la Nación se une a 
la celebración de los setenta y cinco años de la Ins-
titución Educativa Santa María Goretti de Mocoa, 
Putumayo, se autorizan apropiaciones presupuesta-
les y se dictan otras disposiciones”; posteriormente, 
el día ocho (8) de diciembre de 2008 la Comisión 
|�����
|	��������	���
������
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}���	
~��K�W_�*_

del Ministro de Hacienda y Crédito Público, doc-
tor Óscar Iván Zuluaga Escobar, en el cual dicho 
\����	����	
���	��
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�	�������	�
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�����+

estimando pertinente poner en consideración lo 
siguiente: 

“+����������	"�����
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���	�)*�(La negrilla es 
nuestra?�� ���� ������� ��� ��
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Esta inquietud fue debatida en la exposición del 
primer debate del proyecto, al contrario de lo expre-
���	
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	���	
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�������	+
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Educativa Santa María Goretti es de carácter público 
y no privado, como está establecido en la Resolución 
número 0324 del 2 de noviembre de 2005 artículo 2°, 
inciso 2°, emitida por el departamento de Putumayo, 
!���������
��
=������#�
�������������+
}�����
��

Apoyo Jurídico Administrativo: 
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����������������;������…”�

Igualmente el señor Ministro expresó su inquietud 
entorno a las apropiaciones presupuestales: 
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Es necesario resaltar, que una vez estudiado y 
analizado respectivamente el proyecto de ley, uno 
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�	�
�������	�
'��
��
�	����#
\��
��
������	+
��

cual mencionaba que el Gobierno Nacional debería 
destinar los recursos dentro del Presupuesto General 
de la Nación, originalmente el proyecto presentado 
por su autor el Senador Jorge Eliécer Guevara, ma-
nifestaba lo siguiente: 
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ponente, quedando de la siguiente manera: 
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En mi concepto las inquietudes del señor mi-
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diciembre, ya habían sido acogidas por el suscrito 
ponente en primer debate.

Para evaluar la viabilidad jurídica de este proyecto 
de ley, el mismo debe estar acorde con las normas 
superiores en la determinación del gasto público 
que hacen referencia a las disposiciones que nos 
competen a este respecto. Según lo consagrado en 
la Constitución Política de Colombia de 1991, en 
los artículos 150 numeral 9, 151, 154, 287, 288 y 
355; las Leyes 38/89, 179/94 y 225/95, compiladas 
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Orgánico del Presupuesto y los pronunciamientos 
a este respecto de la Corte Constitucional (Tomado 
del Proyecto de ley número 059 de 2007 Cámara). 

III. Fundamentos legales
Artículo 67 de la Constitución Política de Co-

lombia: “La educación es un derecho de la persona 
y un servicio público que tiene una función social; 
con ella se busca el acceso al conocimiento, a la 
ciencia, a la técnica, y a los demás bienes y valores 
de la cultura. 

La educación formará al colombiano en el respeto 
a los Derechos Humanos, a la paz y a la democracia; 

y en la práctica del trabajo y la recreación, para el 
���	�������	
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la protección del ambiente. 

El Estado, la sociedad y la familia son responsa-
bles de la educación, que será obligatoria entre los 
cinco y los quince años de edad y que comprenderá 
como mínimo, un año de preescolar y nueve de 
educación básica. 

La educación será gratuita en las instituciones 
del Estado, sin perjuicio del cobro de derechos 
académicos a quienes puedan sufragarlos. 

Corresponde al Estado regular y ejercer la supre-
ma inspección y vigilancia de la educación con el 
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y física de los educandos; garantizar el adecuado 
cubrimiento del servicio y asegurar a los menores 
las condiciones necesarias para su acceso y perma-
nencia en el sistema educativo. 

La Nación y las entidades territoriales participarán 
��
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�������#�+
���������#�
�
������������#�
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servicios educativos estatales, en los términos que 
señalen la Constitución y la ley”. 

�	
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���������
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�������-
miento respecto a este proyecto de ley, lo cual es 
básico, necesario y de vital importancia para poder 
cubrir algunas de las necesidades básicas insatisfe-
chas de este municipio de Mocoa, perteneciente al 
departamento del Putumayo.

Proposición:
Solicito a los honorables Senadores de la Comi-

sión Cuarta Permanente aprobar en primer debate el 
Proyecto de ley número 172 de 2008 Cámara, 334 
de 2009 Senado, ��
���	���	�������������!���������
�����������������
������	�����������������������"���
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Cordialmente,
�����
�+���!	�����������
Senador de la República.

TEXTO PROPUESTO PARA PRIMER 
DEBATE AL PROYECTO DE LEY 

NÚMERO 172 DE 2008 CÁMARA, 334 DE 
2009 SENADO
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El Congreso de Colombia

DECRETA:

Artículo 1º. La Nación se asocia a la celebra-
ción de los setenta y cinco años de fundación de 
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la Institución Educativa “Santa María Goretti” del 
municipio de Mocoa (Putumayo).

Artículo 2º. Autorícese al Gobierno Nacional 
para que incluya en el Presupuesto General de la 
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 ����������

proyectos de la Institución Educativa “Santa María 
Goretti”, del municipio de Mocoa (Putumayo):

1. Construcción de la sede central de la Institución.
2. Dotación del Taller de Matemáticas.
3. Dotación del aula de Humanidades. 
4. Dotación de instrumentos musicales. 

5. Dotación de los instrumentos para la banda 
de paz. 

6. Dotación de equipos y mobiliario para la sala 
de profesores.

7. Dotación de tres salas de informática con 35 
equipos cada una y su respectivo montaje de redes. 

Artículo 3º. La presente ley rige a partir de la 
fecha de su promulgación.

Cordialmente,
�����
�+���!	�����������
Senador de la República.

C O N C E P T O S  J U R Í D I C O S

CONCEPTO JURÍDICO DEL MINISTERIO 
DE LA PROTECCIÓN SOCIAL AL 

PROYECTO DE LEY NÚMERO 231 DE 2010 
SENADO
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Dependencia: 10000 
Bogotá D. C., 2 de junio de 2010
Doctor
JESÚS MARÍA ESPAÑA VERGARA
Secretario Comisión Séptima
Senado de la República
Ciudad
Asunto: Proyecto de ley número 231 de 2010 

Senado, �����������������	���
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Respetado doctor:
Cursa en la Comisión Séptima del honorable 

Senado de la República la iniciativa parlamentaria 
de la referencia, la cual se encuentra pendiente 
de rendir ponencia en primer debate, por lo que, 
se considera oportuno dar a conocer el concepto 
institucional desde la perspectiva del sector de la 
Protección Social, el cual fue elaborado tomando 
como documento base el texto publicado en la �������
	�������
��� número 35 del 12 de febrero de 2010. 

Consideraciones generales
El proyecto de ley en estudio tiene dos artículos, 

en el primero, se indica que las actividades propias 
del Plan Obligatorio de Salud subsidiado, incluidas 
las de promoción y prevención serán ejecutadas 
a través de las Empresas Promotoras de Salud –

EPS– del Régimen Subsidiado, además, se aclara 
que la prestación de servicios se hará a través de 
la red pública contratada por la EPS del respectivo 
municipio, salvo que no exista capacidad para ello 
o cuando se incumplan los resultados (según los 
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los cuales podrán prestarse por parte de otras en-
tidades; en el segundo, se precisa que su vigencia 
será a partir de su publicación.

En la exposición de motivos del proyecto de ley 
se hace referencia expresa a que “����
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transcribe los tres primeros incisos del artículo 14 y 
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La norma propuesta constituye, en esencia, una 
reiteración del artículo 14, literal f), de la Ley 1122 
de 2007 que a la letra dice: 

“(…)
+��������������������K2������&C"�����'	�
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(…)”.
1. Análisis de constitucionalidad
Respecto a la unidad de materia como requisito 

material del examen de constitucionalidad previsto 
en el artículo 158 de la Constitución Política, se 
encuentra que la disposición del proyecto de ley 
en estudio cuenta con una conexión que puede es-
tablecerse como razonable y objetiva, por lo que, 
puede decirse que cumple con el requisito general 
de coherencia y lógica jurídica. Igualmente, suce-
de con el título de la ley1+
'��
��
������
��
�����	

temático de la misma, cumpliendo entonces con el 
requisito de unidad temática referido al título de la 
disposición normativa. 

De acuerdo con el contenido del proyecto de ley 
en estudio no se encuentra que se trate de una materia 
que por disposición expresa del artículo 154 de la 
Constitución Política esté restringida a iniciativa 
legislativa en cabeza del Gobierno Nacional, razón 
por la cual, el Congreso de la República, con base 
en la cláusula general de competencia legislativa, 
es competente para adelantar la regulación sobre 
esta materia. 

En consecuencia, una vez revisado el texto del 
proyecto de ley y su exposición de motivos se ob-
serva que cumple con lo prescrito en los artículos 
158 y 154 de la Constitución Política en cuanto a la 
unidad de materia y competencia de los miembros 
del Congreso Nacional para presentar la iniciativa.

2. Análisis de conveniencia
Como evolución y lineamientos existentes en 

materia de promoción y prevención tenemos que, 
a partir de las reformas de 1993, a través de la 
Ley 60 de ese año, se dispuso que de la entonces 
participación de ingresos corrientes de la Nación 

1 “Por medio de la cual se establecen condiciones para la 
contratación de acciones de promoción y prevención por 
la red pública y se dictan otras disposiciones”. 

se destinaran unos recursos hacia las actividades 
de promoción y prevención (artículos 21 y 22). A 
su turno, la Ley 100 de 1993, dentro del campo de 
aplicación de las Entidades Promotoras de Salud, 
señaló lo siguiente:
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Esta faceta la integró a la prestación de servicios 
en general, de acuerdo con el entonces Plan de 
Atención Básica3 (artículo 165) y el contenido del 
Plan Obligatorio de Salud (artículo 162).

Esta aproximación a la prestación de estos 
servicios preventivos, produjo una serie de proble-
máticas, asociadas expresamente a la prestación de 
�����
����"������+
'��
�	������	�
�
��
�	�������#�

contenida en la Ley 715 de 2001. En esta ley se 
consideró adecuado que fuesen las entidades terri-
toriales las que se encargaran de las administración 
de tales recursos. Adicionalmente, la misma norma 
en su artículo 46 dispuso:

“Artículo 46. �����������
����'��	��29�������
��� "�
����� ��� 
��	�� �9������ �
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2 Con la limitación ya relatado del 30%, contenida en el 
artículo 15 de la Ley 1122 de 2007.

3 Norma que fue reemplazada por la Ley 1122 de 2007, 
artículo 32, relativo al contenido del Plan Nacional de 
Salud Pública.
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En la norma que se trascribe, parte de la cual fue 
revisada por la Corte Constitucional, se establecía 
la manera de prestación de tales servicios y no solo 
ello sino la contratación con IPS públicas. Aquí lo 
que se resalta es el aprovechamiento de la oferta 
pública, la cobertura y compromiso público en la 
salud colectivo frente al aseguramiento en salud 
en acciones individuales propio de las promotoras 
de ambos regímenes. Se trató de realizar el puente 
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que estaba ofreciendo el sistema4. 

No obstante lo anterior, la gestión de las entidades 
territoriales tampoco resultó satisfactoria para cierto 
tipo de epidemias, lo cual condujo a que varias de 
ellas fueran sancionadas por parte de la Superinten-
dencia Nacional de Salud5.

La fórmula establecida en la Ley 1122 de 2007 
intentó retomar lo que puede ser valioso en cada 
esquema pues no se trata, simplemente, de un retorno 
a la previsto en la Ley 100 de 1993 sino que, sobre la 
base de la administración de las EPS, la efectividad 
de la prestación se monitorea a través de Empresas 
Sociales del Estado, entidades públicas de carácter 
especial, dedicadas a estos temas y esparcidas en 
el territorio nacional. Tal decisión no puede ser 

4 De esa época datan las cifras en torno a la disminución 
en los niveles de vacunación que desciende en todos los 
quintiles de la población en 2000.  �����(���
�������En-
cuesta Demografía y salud, Carmen Elisa Flórez y Vic-
toria Eugenia Soto,  Fundación Corona, 2007. 

5 Se pueden traer a colación los casos de los municipios de 
Maicao, San Juan del Cesar y Pueblo Viejo.

entendida sin tener en cuenta el nuevo esquema de 
funcionamiento de estas entidades, desarrollado en 
la misma ley. 

– Por un lado y dentro del esquema de no duplica-
ción de recursos hacia un mismo objeto, la precitada 
ley mantuvo la contratación con las Empresas Sociales 
del Estado en temas como promoción y prevención y 
prestación de servicios de salud a la población pobre 
no asegurada (artículos 14, literal f), y 20, respectiva-
mente). Así mismo, determinó un porcentaje mínimo 
de contratación obligatoria en el régimen subsidiado 
(artículo 16) y la obligatoriedad de que estas formen 
parte de las redes para la prestación de servicios en el 
régimen contributivo (parágrafo del artículo 15). Los 
aspectos contenidos en los artículos 14 y 20 señalados 
preexistían dentro del esquema organizativo previsto 
en la Ley 715 de 2001. 

– De otra parte, dispuso que la prestación pública 
de servicios de salud solo se hace a través de esta 
clase de empresas terminando, así, con la dispersión 
existente (artículo 26), sin perjuicio de lo que se 
disponga respecto de las Instituciones Prestadoras 
de Salud Indígenas. 

– El artículo 27, por medio del cual se enuncian 
una serie de tópicos que deben ser reglamentados, 
cuyo propósito se enmarca dentro de la regulación 
������������
�
�	�
����������	�
����
����	�6. 

– Tales reformas serían ilusorias si no vinieran 
acompañadas de una adecuación de la Gerencia de 
tales empresas que comprende las etapas y procesos 
que van desde su forma de selección, su nombra-
miento pasando por su permanencia y retiro. 

Además de institucionalizar el período de los 
Gerentes de las mismas (artículo 28 de la Ley 1122), 
determinando que estos tendrán un período de cuatro 
años7, dispuso que su designación debe realizarse 
por concurso de méritos. 

6  De acuerdo con la Sentencia C-953 de 14 de noviembre 
de 2007, la Corte Constitucional realizó las siguientes 
declaratorias:

 Primero. Declarar inexequibles:
 a) Los literales b) y d) del artículo 27 de la Ley 1122 de 

2007.
 b) El parágrafo 1º del artículo 27 de la Ley 1122 de 2007.
 Segundo. Declarar exequibles,  por el cargo analizado: 
 a) El literal a) del artículo 27 de la Ley 1122 de 2007, en 

el entendido de que los decretos reglamentarios versan 
sobre los aspectos técnicos de los criterios establecidos 
por el legislador, con excepción de las expresiones “crea-
ción” y “transformación” que se declaran inexequibles.

 c) El literal c) del artículo 27 de la Ley 1122 de 2007.
 d) El parágrafo 3º del artículo 27 de la Ley 1122 de 2007, 

salvo la expresión “conformación de juntas directivas, 
nombramiento, evaluación y remoción de gerentes, régi-
men salarial, ���
��������” que se declara inexequible.

7  El parágrafo transitorio de esta norma fue declarada exe-
quible, por los cargos analizados, a salvo la expresión  
D=,�����������������AGGN���que se declara inexequible.  
����, CORTE CONSTITUCIONAL, C-957 de 14 de 
noviembre de 2007, M. P. Jaime Córdoba Triviño.
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Con base en estas reformas se impulsa a fondo 
la viabilidad social de estas empresas y su compro-
miso en la prestación de los servicios de salud en 
�	�����	���
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�������+
���������
�
	�	��������+

en atención a su naturaleza especial. 

Ahora bien, dentro de las medidas de emergencia 
social declarada mediante Decreto 4975 de 2009, 
que atañen a las labores de promoción y prevención 
y que sirven de sustento para la presentación del 
proyecto de ley objeto de estudio, se previó: 

– El uso de la UPC-S no ejecutada por las enti-
dades territoriales para la promoción y prevención 
(artículo 51 del Decreto Legislativo 131 de 2010).

– La exclusión de la contratación por capitación 
��
���
�����"����	���
��
��	�����#�
���������+
��-
tección temprana y atención de enfermedades de 
interés en salud pública (artículo 2º, literal b), del 
Decreto Legislativo 133 de 2010). 

– Límite de contratación con IPS públicas en 
materia de servicios de baja, media y alta comple-
jidad (artículo 15 ���). No obstante, contempla la 
posibilidad de que las EPS superen ese porcentaje.

Lo anterior bajo el entendido que el esquema 
de la Ley 1122 de 2007 podría estar afectando la 
prestación de servicios, razón por la cual se deter-
minó entonces un límite de contratación que sería 
aplicable en el caso de promoción y prevención 
'��
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��#
��
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de la Resolución 183 de 2010, expedida por este 
ministerio, se dispuso, lo siguiente:
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Como quiera que, la Corte Constitucional mediante 
Sentencia C-252 del 16 de abril de 2010 Magistrado 
Ponente Jorge Iván Palacio declaró inexequible el 
Decreto 4975 de 2009 a través del cual se declaró 
la Emergencia Social y por efecto consecuencial los 
decretos legislativos expedidos durante su vigencia, 
con excepción de las disposiciones de los decretos que 
establecen fuentes tributarias ��
���������#�
	����-
tadas exclusivamente al goce efectivo del derecho a 
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jurídica vigente aplicable sobre el tema del proyecto 
en estudio, es la prevista en la Ley 1122 de 2007. 
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estudiar los efectos del fallo de inexequibilidad 
de la Corte Constitucional del Decreto 4975 de 
2009, se observa que no existe duda jurídica respecto 
a que la regla general aplicable a las decisiones de 
constitucionalidad es que sus efectos se aplican a 
futuro, pues la Ley Estatutaria de Administración 
de Justicia en su artículo 45 indica que estas tienen 
efectos hacia el futuro a menos que la Corte resuelva 
lo contrario. (Sentencia C-619 de 2003).
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Ahora bien, para determinar la oportunidad 
desde la cual las sentencias de constitucionalidad 
con efectos hacia el �	�	�� tienen consecuencias 
jurídicas, la Corte en Sentencia C-973 de 2004 ha 
sostenido que, el efecto de sus fallos se produce 
a partir del día siguiente al que este es comuni-
cado, sin necesidad de que, para que sus efectos se 
cumplan, sea necesario determinar el procedimiento 
��
�	�������#�



En cuanto a la inconstitucionalidad por con-
secuencia, la Corte Constitucional en reiterada 
jurisprudencia, ha analizado el tema determinando 
que con los decretos legislativos que fueron dictados 
en desarrollo del decreto que declaró el estado de 
�������#�+
��
�	������
�����
���	��������	�������+ 
a este concepto, ya se había referido la Corte en 
circunstancias similares, (Sentencia C-488 del 2 de 
noviembre de 1995, reiterada mediante Sentencia 
C-127 de 1997), de tal manera que, la consecuencia 
lógica de la declaratoria de inexequibilidad del De-
creto Legislativo 4975 de 2009 es que los decretos 
legislativos que le dieron desarrollo también son 
inconstitucionales, toda vez que la Corte en la Sen-
tencia C-252 de 2010 consideró que el presidente 
asumió las funciones extraordinarias para su decla-
ratoria violando la Constitución Política, es decir, 
que la atribución presidencial con fundamento en 
la cual fueron expedidos los decretos legislativos 
en el marco de la emergencia social perdieron todo 
sustento jurídico, al haber desaparecido del mun-
do jurídico la facultad del ejecutivo para haberlos 
expedido.

Sin embargo, en el caso que nos ocupa, téngase en 
cuenta que la Corte Constitucional declaró la inexe-
quibilidad del Decreto Legislativo 4975 de 2009, 
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����������” hasta el 16 de diciembre de 2010, 
lo cual podría interpretarse para algunos como un 
contrasentido, ya que como quedó anotado, con la 
declaratoria de inexequibilidad del primero, se en-
tiende que la facultad que utilizó el Ejecutivo para 
la expedición de los decretos legislativos posterio-
res es inconstitucional y en consecuencia, no tenía 
facultad para dictar medidas tributarias, no obstante 
estar vigentes hasta el 16 de diciembre de 2010. 

Dicha inconstitucionalidad por consecuencia 
debe ser entendida sin perjuicio de que la Corte 
Constitucional haya anunciado en la precitada 
sentencia de inexequibilidad que sobre cada uno de 
los decretos legislativos expedidos en el marco de 
la emergencia social existiría un pronunciamiento 
particular. 

Al respecto, sea lo primero señalar que una vez 
estudiado el decreto marco de cualquier Estado de 
Excepción, su declaratoria o no de exequibilidad no 

es la que determina si la Corte debe pronunciarse 
sobre los decretos legislativos expedidos posterior-
mente, ya que dicho pronunciamiento es obligación 
de tal Corporación, en virtud de lo establecido en 
el numeral 7 del artículo 241 de la Constitución 
Política, el cual determina que la Corte debe deci-
���
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los decretos legislativos que dicte el Gobierno con 
fundamento en los artículos 212, 213 y 215 de la 
Constitución. De esta manera, sea o no declarado 
inexequible el decreto marco, la Corte Constitucional 
debe pronunciarse sobre todos los decretos que le 
dieron desarrollo, en este caso a la declaratoria de 
emergencia social (Sentencia C-127 de 1997). 

Bajo este contexto jurisprudencial se tiene que 
la inconstitucionalidad de los decretos legislativos 
dictados en desarrollo de la Declaratoria del Estado 
de Emergencia Social no se produce porque sean 
intrínsecamente contrarios a la Constitución, ya 
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constitucionalidad no puede entrar en el análisis de 
forma y fondo de cada uno de los decretos legis-
lativos expedidos, pues tal como se señaló, todos 
carecen de causa jurídica y son inconstitucionales 
por ello, independientemente de que las normas que 
consagran, consideradas en sí mismas, pudieran o 
no avenirse a la Constitución. De esta manera, sin 
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aspectos formales y materiales de cada decreto, debe 
por fuerza concluirse que son inconstitucionales, 
como consecuencia del fallo inicial.

De esta manera, los decretos legislativos son 
inconstitucionales desde el mismo momento de la 
declaratoria de inconstitucionalidad del Decreto Le-
gislativo 4975 de 2009, salvo los que tienen que ver 
con las normas que “�
����������	����
�����	�����
�
��� 
����������”, cuyos efectos fueron diferidos 
hasta el 16 de diciembre del presente año.

En relación con la reincorporación al ordena-
miento jurídico de las normas derogadas a través 
de los decretos legislativos dictados al amparo 
de la declaratoria del Estado de Emergencia 
Social, con miras a evitar un vacío normativo en 
el ordenamiento jurídico, se observa que con la 
declaratoria de inexequiblidad del Decreto 4975 
de 2009 y de los decretos dictados bajo su amparo 
cuya inconstitucionalidad se entiende por conse-
cuencia (con excepción de aquellos que establecen 
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cuales los efectos de la Sentencia C-252 de 2010 
fueron diferidos hasta el 16 de diciembre de 2010), 
reviven las normas que habían sido derogadas por 
la normas ahora declaradas inexequibles.

Finalmente, de acuerdo a la argumentación dada 
en el presente escrito, debe entenderse que los De-
cretos 131 y 133 de 2010 perdieron vigencia desde el 
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mismo momento en que se declaró inconstitucional 
el Decreto Legislativo 4975 de 2009. 

En conclusión, por lo expuesto el Proyecto de 
ley número 231 de 2010 Senado, ���� ������ ����
�	���
���
�������������������
����������������������
����������
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� ya no tiene 
sentido en la medida en que el límite de contratación 
de dichas acciones por parte de la red pública es el 
previsto en el artículo 16 de la Ley 1122 de 2007 y 
por lo tanto, se mantiene lo previsto en el literal f) 
de dicho artículo. 

Atentamente,

(��"��2�������M������	���
Ministro de la Protección Social.

COMISIÓN SÉPTIMA CONSTITUCIONAL 
PERMANENTE DEL HONORABLE SENADO 

DE LA REPÚBLICA
Bogotá D. C., a los dos (2) días del mes de junio 

año dos mil diez (2010)
En la presente fecha se autoriza la publicación en 

la �������	�������
���, de la República, el concep-
to Jurídico, del Ministerio de la Protección Social, 
suscrito por el doctor Diego Palacio Betancourt, en 
nueve (9) folios, al Proyecto de ley número 231 
de 2010 Senado� �����������������	���
���
�����-
��������������
��������������������������������
�
��������������������������������������9��������
��
������� ����
� ��
��
������
. Autoría del proyecto 
de ley de la honorable Senadora: (������6�����
���
Toro Torres. 

El Secretario,
8�
9
�3�� ��+
��:��4��"����

* * *

CONCEPTO JURÍDICO DEL MINISTERIO 
DE HACIENDA Y CRÉDITO PÚBLICO AL 

PROYECTO DE LEY NÚMERO 198 DE 2009 
SENADO
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1.1 
UJ - 0702109 
Bogotá D. C., 8 de junio de 2010 
Honorable Senador 
JAVIER ENRIQUE CÁCERES LEAL 
Presidente 
Senado de la República 
Ciudad
Proyecto de ley número 198 de 2009 Senado, 
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Honorable Presidente Cáceres: 
De manera atenta le remito los comentarios que 

este ministerio considera pertinente efectuar, fren-
te al proyecto de ley de la referencia, en especial 
sobre la ponencia para segundo debate puesta en 
consideración de la plenaria del honorable Senado 
de la República. 

1. Antecedentes
El proyecto de ley, tiene por objeto la expedición 

del Código de Procedimiento Administrativo y de lo 
Contencioso Administrativo, mediante el desarrollo 
de las reglas generales que se aplican al desarrollo 
de la función administrativa, así como la expedi-
ción completa de la regulación de aquellos temas 
que constituyen la esencia misma de su función, el 
ejercicio de sus competencias y la razón de ser de 
su especialidad. 

El Decreto 4820 de 2007, creó la Comisión para 
la Reforma a la Jurisdicción Contencioso Admi-
nistrativa, en adelante la Comisión, compuesta por 
Magistrados del Consejo de Estado, representantes 
del Gobierno Nacional, incluido el Ministerio de 
Hacienda y Crédito Público y el Consejo Superior 
de la Judicatura.

Luego de un intenso trabajo, la Comisión prepa-
ró la propuesta de reforma al Código Contencioso 
Administrativo, C.C.A., la cual fue aprobada sin 
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rable Senado de la República. 

Para el segundo debate, la Comisión revisó nue-
vamente el texto y recibió múltiples observaciones 
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das y como consecuencia de ellas, se introdujeron 
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2. Concepto
En términos generales, el Ministerio de Hacienda 

y Crédito Público no presenta reparos en cuanto al 
texto que contiene el nuevo Código de Procedimiento 
Administrativo y de lo Contencioso Administrativo, 
puesto que entiende que corresponde a un trabajo 
��������
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jurídico colombiano, cuyo actual C.C.A. data del 
año 1984, anterior a nuestra Constitución Política. 
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le asiste a este Despacho, es de anotar que la imple-
mentación del nuevo C.C.A. demanda un importante 
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con el cual el presente gobierno se ha comprometido 
permanentemente. 

Existen dos temas principales sobre los cuales se 
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el Plan de Descongestión y el segundo, en general, 
la implementación del nuevo sistema procesal. 

En cuanto al Plan de Descongestión, tenemos que 
la implementación de esta nueva normativa no puede 
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concebirse aislada de otras normas, especialmente 
de la Ley 1285 de 2009, �����������������	���
��
���������������AJG����,EEN�+
���	��������������-
����
�����������8	
�������cuya revisión automática 
de constitucionalidad la adelantó la Corte Consti-
tucional a través de la Sentencia C-713 de 20081 y 
debe ser concordante con el Proyecto de ley número 
197 de 2008 Senado sobre Descongestión Judicial. 
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que se puede aplicar adecuadamente y se convierta 
en una verdadera herramienta normativa que permita 
avanzar en el derecho administrativo colombiano, 
nos permitimos sugerir una redacción alternativa, 
tomada del contenido de dos incisos de los artícu-
los 305 y 306 de la ponencia fusionándolos en un 
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términos:
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Esta disposición aplicaría para el Plan Especial de 
Descongestión y para la Implementación del nuevo 
sistema procesal, el cual, por demás, se convierte 
en uno de los grandes avances que le otorgará este 
nuevo C.C.A. al ordenamiento jurídico colombiano, 
dotándolo de un proceso contencioso administrati-
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en últimas, en un menor valor a pagar por concepto 
de condenas a las entidades públicas. 

Claramente, la implementación gradual2 del 
nuevo sistema procesal implicará un esfuerzo pre-
supuestal, que deberá ser atendido en los términos 
previstos en el artículo nuevo que se propone en 
esta comunicación. 

Aporte Fondo de Contingencias Judiciales. 
Uno de los principales problemas que detectó la 

Comisión, fue la demora en el reconocimiento y pago 
efectivo de las obligaciones dinerarias contenidas en 
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Hacienda y Crédito Público demostró el compromiso 

1 M. P. Clara Inés Vargas.
2  En las discusiones de la Comisión, los representantes del 

Gobierno Nacional insistieron en la necesidad de que se 
adopte una gradualidad para la aplicación de las normas 
procesales contenidas en el nuevo C.C.A., y si bien en el 
artículo 308 se dispone que entrará a regir el 1° de enero 
de 2011, y dado el tiempo que se ha tomado la aproba-
ción de la iniciativa, sería deseable y concordante con 
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gradualidad.

del Gobierno Nacional en hacer que los mandatos 
de los jueces se cumplan con la mayor celeridad 
�	�����+
�����	
��
���
��������
��������	���
�������

por las que atraviesan todas las entidades públicas. 

Así las cosas, este Despacho ha sido consciente de 
que las condenas que se paguen en un menor plazo 
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entendido de que generarán menos intereses mora-
torios y factores de corrección, como la indexación. 

Lo anterior, sumado a la celeridad que se debe 
generar con estas reformas en la atención, impulso 
y decisión de las controversias sometidas a la juris-
dicción de lo contencioso administrativo, redundará 
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también, en menores gastos por concepto de pago 
de sentencias condenatorias.

Por lo anterior, el Ministerio de Hacienda y 
Crédito Público propuso ante la Comisión el nue-
vo esquema para el pago de sentencias judiciales 
contentivas de obligaciones dinerarias, a través de 
un mecanismo actualmente existente pero que no 
ha sido operativo. 

En efecto, el artículo 195 de la iniciativa impo-
ne la obligación a las entidades públicas, que sean 
sección del Presupuesto General de la Nación, de 
efectuar aportes al Fondo de Contingencias creado 
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manera oportuna las obligaciones dinerarias que 
se constituyan en contra de la Nación, como con-
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Es muy importante precisar que este esquema 
aplicará a los nuevos procesos judiciales que se 
incoen en contra de estas entidades. Para los pro-
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cal que generaría efectuar aportes al Fondo por la 
totalidad de los procesos vigentes, el artículo 195, 
en el parágrafo transitorio, dispone una transición 
sujeta igualmente a la disponibilidad de recursos y 
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través de la correspondiente reglamentación. 

Otras disposiciones 
De otra parte, consideramos importante mencio-

nar que recientemente se han recibido una serie de 
comentarios sobre algunos artículos que afectarían 
el régimen de seguridad social, aspectos que con-
sideramos pueden ser revisados por la Comisión 
de Reforma a la Jurisdicción de lo Contencioso 
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caciones en los siguientes debates que se surtan, así 
como discutidos con las otras Cortes en la medida en 
que consideren que se pueden afectar el desarrollo 
de sus funciones y el alcance de sus decisiones. 

Finalmente, le corresponde a este ministerio 
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propuesto, en el sentido de aumentar el número 
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de magistrados auxiliares en cada despacho de los 
Honorables Magistrados del Consejo de Estado, 
mayor gasto que no se encuentra contemplado ni 
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que de todos modos se tiene que entender incluido 
igualmente dentro del alcance del artículo nuevo 
propuesto, por lo que la creación de tales plazas 
dependerá de la disponibilidad de recursos en el 
marco de gasto de la Rama Judicial. 

De acuerdo con las anteriores consideraciones, 
bajo el entendido de la inclusión del artículo nuevo 
propuesto, y de conformidad con lo dispuesto en el 
artículo 7° de la Ley 819 de 2003, el cual dispone que: 
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El Ministerio de Hacienda �� Crédito Público 
emite concepto favorable a la presente iniciativa 
legislativa.

Cordial saludo, 

7
����<�.��V	�	�"��+
������ 
Ministro de Hacienda y Crédito Público. 

c.c. Honorable Senador Samuel Benjamín Arrieta 
Buelvas.

Honorable Senador Javier Enrique Cáceres Leal 
Honorable Senador Roberto Víctor Gerléin 

Echavarría. 
Honorable Senador Héctor Helí Rojas Jiménez 
Doctor Emilio Otero Dajud. Secretario General 

Senado de la República, para que obre en el expe-
diente. 

Doctor Fabio Valencia Cossio, Ministro del In-
terior y de Justicia. 

Doctor Luis Femando Álvarez Jaramillo, Presi-
dente del Honorable Consejo de Estado.




